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III OOOO DODORNSN 


Enriquecimiento sin causa 


Jure naturae aequem est, neminem cum alterius 
detrimento et injuria fieri locupletiorem. 


Dig. L. 5*, Tit. 17, pág. 206. 


El principio universal de justicia que prohibe a toda 
persona enriquecerse con detrimento ajeno, puede formular- 
se así: el que sin causa legal ha recibido o posee una cosa 


uu Otro valor perteneciente a otro, debe restituir a aquel a 


cuyas expensas se ha enriquecido. 


Entre los Romanos, no obstante la opinión de aquellos 
que pretenden ver en el enriquecimiento sin causa una no- 
ción enteramente nueva, dicho principio presenta un siste- 
ma de organización perfecta. En la época clásica, que fué 
cuando el derecho romano alcanzó el más alto grado de 
perfeccionamiento, el enriquecimiento injusto debía reunir 
entre otras y como primera condición la de producirse sin 
la voluntad del perjudicado, salvo aquellos casos excepcio- 
nales en que era procedente la acción aun concurriendo la 
voluntad de aquél, como cuando se trataba de actos expre- 
samente prohibidos por la ley (cobro de intereses usuarios), 
o cuando el acto se había hecho en vista de una: causa que 
no existía o había dejado de existir. Posteriormente, las 
leyes romanas establecieron diversos procedimientos para 
dar efectividad a la máxima de equidad cuyo estudio nos 
ocupa. 


El análisis del fundamento y de la naturaleza jurídica 
de la acción de enriquecimiento sin causa ha suscitado una 
gran discrepancia de opiniones entre los autores. Preten- 
den unos, desconociendo desde luego el principio de la in- 
dependencia de los individuos que sirve de apoyo a la teoría 
de las obligaciones, fundamentar la de restituir el provecho 
sin causa en la idea de la independencia jurídica. 
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“Basta —dicen—que una persona haya procurado a otra 
un enriquecimiento sin causa justificada, para que ésta que- 
de aun a pesar suyo, acreedora para con aquel por el monto 
de dicho enriquecimiento”. Pero se objeta a esta doctrina que 
ella supone autor del enriquecimiento exclusivament al titu- 
lar del patrimonio que ha padecido menoscabo, cuando el pro- 
vecho injusto puede también tener su origen en el hecho de 
un tercero. Nuestra ley rechaza la teoría de la interdepen- 
dencia. 

Otros pretenden que así como el que ha creado un 
riesgo está en la obligación de soportarlo, de idéntica ma- 
nera el que crea una ventaja debe beneficiarse con ella. 
Esta es la teoría del provecho creado. 

Si uno de nuestros actos perjudica a un tercero, éste 
tendrá derecho para hacer recaer sobre nosotros las pérdi- 
das que le hemos ocasionado, y al contrario, si uno de nues- 
tros actos enriquece a otro de alguna manera, tenemos per- 
fecto derecho de reclamar una suma igual al provecho que 
hemos creado. Pero esta doctrina ha sido rechazada por- 
que restringe la aplicación del principio. Su admisión con- 
duciría a negar la acción en muchos casos aceptados por el 
derecho teórico y positivo. El enriquecimiento puede ser 
el resultado del hecho de un tercero o del enriquecido mis- 
mo, y en la teoría que nos ocupa, se supone una actividad 
desplegada por el actor. y 

"Tampoco es admisible la doctrina que asimila el enri- 
quecimiento injusto a un cuasi-contrato; porque el cuasil- 
contrato es un hecho voluntario y lícito (art. 1.206 c. e.) que 
supone la manifestación de voluntad de una parte, y en el 
enriquecimiento, como está generalmente admitido, el ele- 
mento subjetivo, vale decir, la intención, no tiene impor- 
tancia. Se atiende sólo al elemento objetivo. 

Quiérese, finalmente, que el enriquecimiento sin causa 
tenga la misma naturaleza jurídica que el hecho ilícito. 
Marcel Pianol es el sustentador de esta doctrina. Según él, 
no es el hecho del enriquecedor el acto generador de la 
obligación, porque no es su autor el obligado. El hecho 
generador debe producirse en la persona del obligado, ya 
que, si no su obligación arrancaría del hecho de otro, lo que 
sería inadmisible. Añade que no puede encontrarse la fuente 
sino del lado del obligado, es decir, en el hecho de parte de 
éste de enriquecerse a expensas de otro. Ahora bien, un se- 
mejante enriquecimiento es, según Planiol, un hecho ilícito, 
puesto que es injusto y no podría permitirse en el que lo po- 
see, la pretensión de conservarlo, desde que la obligación tle- 
ne por causa un estado de hecho contrario a derecho. Pero se 
dice que en tanto que en todo hecho ilícito debe haber dolo 


e 
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o culpa por parte del que resulta obligado, no sucede lo 
mismo con el enriquecimiento, toda vez que el enriquecido 
nada ha hecho para procurarse la ventaja. | 
¿Cuál es, pues, el legítimo fundamento de la acción de 
enriquecimiento sin causa? Gran parte de los autores, apo- 
yándose en razones de orden histórico, fundan aquella ac- 
ción en la equidad como principio de equilibrio y de armo- 
nía que ordena dar a cada uno lo suyo. Aubry et Rau, 
Carbelotto y otros, son los sustentadores de esta teoría que 
en nuestra opinión es la que debe prevalecer. 
Aunque la acción de enriquecimiento sin causa no 
está reglamentada por la ley, lo cual autorizaría para creer 


que basta para su procedencia que haya habido una tras- 


misión de un valor de un patrimonio a otro sin justa causa, 
los autores, sin embargo, están de acuerdo en exigir para 
su ejercicio algunas condiciones indispensables. 

Requiérese, pues, en primer lugar, que exista un enri- 
quecimiento de parte del demandado, el cual puede con- 
sistir, no sólo en una ventaja efectiva, sino también en un 
perjuicio evitado. Desde luego, el enriquecimiento debe 
presentar un carácter material y de ninguna manera moral, 
a menos que en este último caso sea susceptible de avalua- 
ción pecuniaria. No faltan, sin embargo, quienes, conside- 
rando el patrimonio moral como susceptible de variaciones, 
le conciban aumentado, mejorado o conservado a expensas 
de terceros a quienes dan acción en nombre de la equidad. 

Es necesario, en segundo término, que haya un embpo- 
brecimiento del demandante, es decir, una pérdida suscep- 
tible de avaloro pecuniario, “ya consista en una disminución 
del activo, en un aumento del pasivo, en la pérdida de una 
ganancia o en un hecho personal de aquellos que es costum- 
bre remunerar”. 

¿Pero será necesario para que proceda la acción que 
el empobrecimiento no sea imputable a la culpa o negligen- 
cia del demandante? Nuestra ley parece resolver la cues- 
tión. En efecto, si por no haber avisado oportunamente el 
arrendatario al arrendador, dejaren de hacerse reparacio- 


_hes menores, y por ello la cosa sufre deterioros de mayor 


importancia o se destruye en todo o en parte, los gastos de 
las reparaciones mayores que fueren necesarios, serán de 
cuenta del arrendatario, quien no tendrá derecho a reem- 
bolso. (Arg. del art. 1.640 c. civ.) 

Conviene, no obstante, no generalizar esta regla. La 
solución propuesta es la de que el empobrecido sea respon- 
sable de su culpa de acuerdo con el derecho común y que 
lo que él deba a título de indemnización disminuya sus de- 
rechos contra el enriquecido. 
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Se requiere, por último, para que proceda la acción de 
enriquecimiento, que haya ausencia de toda causa, enten- 
diéndose por ésta el título justificativo de alguna adquisi- 
ción o pérdida. Esta condición era exigida en las leyes ro- 
manas. Si, pues, el enriquecimiento o empobrecimiento de 
las partes halla justificación en derecho, evidentemente que 
no hay lugar a la acción. Es fácil precisar esta noción cuan- 
do el enriquecimiento se realiza directamente del patrimo- 
nio del demandante al del demandado. El caso típico es el 
del pago de lo indebido. El accipiens debe restituir, por- 
que el pago que él ha recibido del solvens es nulo, falto de 
causa. Pero no puede repetirse el pago hecho en virtud de 
una obligación natural cuando se hace voluntariamente (art. 
1.303 <. civ.) La ejecución voluntaria de una obligación 
meramente natural es considerada por la ley, como un ver- 
dadero pago. De idéntica manera, no tendrá derecho a re- 
petir el que paga sin error, pues que entonces se considera 
que ha querido hacer una donación. “El que paga a sabien- 
das de que no debe, o quiere donar o no ha querido producir 
efecto alguno, y como es un principio de derecho que los 
actos de los hombres deben entenderse de manera que sig- 
nifiquen algo, debemos concluir que quien se halle en el 
caso de que tratamos ha querido disimular una donación 
por medio del pago de una deuda imaginaria”. (Sanojo, t. 3. 


pág. 49). 


Además de los requisitos que hemos estudiado para el 
ejercicio de la acción de enriquecimiento, se añaden otros 
por los autores y quieren que exista una relación de causa- 
lidad entre el hecho del actor y el enriquecimiento del de- 
mandado, es decir, que el empobrecimiento sea la causa y 
el enriquecimiento el efecto; y también que debe haber 
ausencia de toda otra acción. Pero las legislaciones que se 
han ocupado de dictar reglas positivas en la materia, como 
el código alemán, por ejemplo, se han limitado a reproducir 
las tres condiciones de empobrecimiento, enriquecimiento y 
ausencia de causa jurídica como las solas necesarias para 
el ejercicio de la acción. 


No habiendo el legislador. venezolano consagrado de 
una manera general y sistemática el principio que prohibe 
enriquecerse a expensas de otro, tampoco pudo establecer 
condiciones para ejercer la acción correspondiente. Pero 
el hecho de que él no haya consagrado dicho principio de mo- 
do expreso no implica la intención de no aceptarlo, toda vez 
que son muy numerosos los casos de restitución por enri- 
quecimiento sin caúsa contemplados por nuestro código 
civil, principalmente en lo relativo al pago de lo indebido, 
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a la nulidad por incasacidad del agente, a las mejoras y a la 
materia de accesión, ) 

- ———Llámase pago de lo indebido, al cuasi-contrato “del 
cual nace para quien recibe la cosa no debida la obligación 
de restituirla, al que por error se la pagó y para éste el de- 
recho correlativo de repetirla”. La prueba más evidente de 
que el legislador venezolano se inspiró en el principio de 
equidad que no permite el enriquecimiento a costa de otru 
al arreglar este cuasi-contrato, es que obliga al poseedor de 
buena fé, cuando se trata de una cosa inmueble o de una 
mueble determinada individualmente, a restituir “sólo has.- 
ta el monto de lo que se ha convertido en su provecho”. 
(Art. 1.214). 

Son aplicaciones particulares de la acción en restitu- 
ción por pago de lo indebido: a) el pago de una deuda pen- 
dente conditione, a menos que fuera cierto al tiempo en que 
se verificó que la condición estaba ya cumplida, pero jamás 
de una deuda a plazo pagada antes del vencimiento, aunque 
el deudor ignorase la existencia del término; b) el pago de 
las cosas comprendidas en una obligación alternativa, caso 
en el cual puede repetirse por el deudor una de las cosas 
que ha pagado y a su gusto si le pertenece escoger; c) cuan- 
do ocurra el perecimiento total de la cosa vendida en el mo- 
mento de la venta; pues entonces se considera que no hay 
más que una venta sin objeto o un contrato al cual falta una 
de sus condiciones esenciales. “Es un compromiso sin 
causa—dice Sanojo—y hay simplemente lugar a la repetl- 
ción de lo que se ha pagado por error”. 

Es indispensable para que haya lugar a la acción en 
repetición de lo indebido, que el pago se efectúe por error; 
que se haya verificado el pago y que este pago sea indebido. 
En cuanto al primero de estos requisitos, no establece nues- 
tro código de manera expresa como lo hacen algunos otros 
códigos, tales como el chileno (art. 2.297), la distinción en- 
tre el error de hecho y el error de derecho. La cuestión 


de saber si el error de derecho da acción de repetición ha 


sido origen de vivas discusiones entre los autores. Los que 
se fundan en la Ley Romana sostienen que el que paga por 
un error de derecho no tiene repetición, porque tal error 
no puede alegarse. Pero la equidad no permite enrique- 
cerse con lo ajeno y que un acreedor supuesto retenga una 
cantidad o una cosa que no se le debía, o que no se la debía 
el que le hizo la entrega. Cuando a él nada se debe, no 
hay duda que no puede apoyarse en el error ajeno; cuando 
es verdadero acreedor, y otro, por un error de derecho, le 
paga, la repetición no le priva de cobrar lo que le adeuda 
el verdadero deudor. 
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La doctrina más racional, como lo enseña -Laurent, es 
la que coloca el error de derecho en la misma línea que el 
error de hecho. Cuando el legislador quiere distinguir en- 
tre uno y otro, lo hace expresamente como por ejemplo, en 
los artículos 1.184, 1.185 y 1.430 del Código Civil. 

—En punto a nulidad por incapacidad, debemos decir 
que, la ley en su propósito de prestar siempre protección a 
los que están afectados de incapacidad, declara nulos todos 
los actos realizados por ellos. Pero como nadie puede en- 
riquecerse con perjuicio de otro injustamente, es permitido 
reclamar el reembolso de lo que se ha pagado a un menor, 
a un entredicho, a un inhabilitado o a una mujer casada, en 
virtud de una obligación que queda anulada, si se prueba 
que lo que se ha pagado se ha convertido en provecho de 
tales personas. (Art. 1.375 c. civ.) 

Se entenderá que la persona incapaz se ha aprovechado 
cuando las cosas pagadas o las que haya adquirido por me- 
dio de esas mismas cosas le hubieren sido necesarias o cuan- 
do sin serle necesarias, subsistan y se quisiere retenerlas. 


Como ejemplo de lo dicho podemos citar el caso del pago 


hecho a un menor. Este pago no produce la liberación del 
deudor quien puede ser compelido segunda vez a satisfacer 
su deuda. Pero supongamos que el menor con el dinero 
pagado, haya hecho reparaciones en sus propiedades, o ha- 
ya satisfecho alguna deuda suya, caso en el cual se valida 
el pago, porque él se ha convertido en utilidad del acreedor. 
No tiene importancia para el caso el hecho de que la ven- 
taja procurada haya durado o no en el tiempo en que el 
acreedor exija el segundo pago, ni que las cosas pagadas, 
como enseña Sanojo, hayan sido invertidas en mejoras ne- 
cesarias o simplementes útiles. Si el incapaz dilapida lo 
recibido en juegos, cosas superfluas o donaciones, se dice 
entonces que no se ha procurado ninguna utilidad. 

Otro caso particular podemos hallarlo en materia de 
depósito. Rigen aquí las reglas de todos los contratos: el 
depósito no puede verificarse sino entre personas capaces 


de contratar. Con todo, si el depósito se hace por una. 


persona capaz en otra que no lo es, solo tendrá la primera 
acción a reivindicar la cosa depositada mientras existe en 
poder del depositario, o a que éste le restituya la cantidad 
hasta la cual se ha enriquecido con la cosa o con su precio. 
(Art. 1.830, e. civ.) En este último caso le asiste al depositan- 
te la acción de in rem verso, la cual está basada en el prin- 
cipio de equidad tantas veces citado. Fuera de esto, nin- 
guna otra responsabilidad tiene el depositario incapaz, el 
cual no queda obligado por no prestar en la guarda de la 
cosa depositada la misma diligencia que en la guarda de las 


y 


El 
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cosas que le pertenecen aunque resulte por su culpa la pér- 
dida o deterioro sufrido. 


Supongamos ahora que el depositante sea un incapaz. 
En este caso la persona capaz queda sujeta a todas las obli- 
gaciones de un verdadero depositario, y puede ser perse- 
guida por el tutor o curador o administrador de la persona 
que hizo el depósito o por esta misma si llega a tener capa- 
cidad. Pero como nadie puede enriquecerse con perjuicio 
de otro, el depositante aunque incapaz, tiene la obligación 
de pagar al depositario los gastos que haya hecho para con- 
servación de la cosa depositada, es decir, las impensas ne- 
cesarias que pudo verse obligado a efectuar para cumplir 
honradamente con el deber de guardar la cosa. No sucede 
asi en lo que se refiere a las impensas útiles, a pesar de que 
según muchos, pueden ser exigidas por la acción de in rem 
verse, porque, además de que la ley no le impone al depo- 
sitante sino la obligación de pagar los gastos de conserva- 
ción, O sean los necesarios, el depositario, como dice Do- 
minici, “podría colocar al depositante con las mejoras úfi- 
les realizadas en una situación muy desventajosa, hasta el 
punto de no poder pagarlas sin graves sacrificios”. Menos 
obligación aún tiene el depositante de abonar al depo- 
sitario las impensas meramente voluptuarias, vale decir, las 
que únicamente embellecen la cosa; y sólo puede conce- 
derse a este último el derecho de separar los accesorios 
empleados en el adorno o embellecimiento siempre que al 
separarlos no cause ningún detrimento en la cosa. 


No prevee la ley el caso de que ambos contratantes es- 
tén afectados de incapacidad. Sin embargo, debe resolver- 
se por los mismos principios: el incapaz no se obliga eficaz- 
mente porque trate con otro incapaz, ni le asiste tampoco 
por eso derecho de enriquecerse con perjuicio del otro. 


(Dominici—t. 4, pág. 188, D. C.) 


—En cuanto a mejoras, diremos que ellas son también 
en nuestro derecho una aplicación pura y simple del prin- 
cipio de enriquecimiento sin causa. Así, por ejemplo, el 
poseedor de mala o de buena fe, tiene el derecho a que se 
le abonen las mejoras que haya hecho en la cosa poseída y 
que existan al tiempo de la evicción. “Fúndase ésto—dice 
Sanojo—en que debiendo recibir el propietario su cosa con 
mayor valor, no es justo que se enriquezca a expensas de 
otro, aunque este sea un poseedor de mala fe”. Pero la 
justicia pide únicamente que sean abonadas tan sólo las me- 
joras existentes y que han de pasar al poder del propietario. 
Si la impensa se verificó y después desapareció el propietario 
no va a aprovecharse de ella y por consiguiente puede dejar 
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de pagarla sin que se le impute que va a enriquecerse con 
perjuicio ajeno, cum alterius detrimento. ; 
De la misma manera, en el cuasi-contrato de lo inde- 
bido, aquel a quien se hubiere restituido la cosa, deberá 
reembolsar, aun al poseedor de mala fé, los gastos hechos 


para la conservación de la cosa. Los necesarios deben ser 


reembolsados en su integridad, sin tener cuenta del aumen- 
to de valor que resulta de ellos. El que hace estos gastos 
enriquece al propietario por todo lo que anticipa, pues el 
propietario hubiera debido pagar lo que paga el poseedor; 
es, pues, de justicia que reembolse íntegramente el gasto: 
si sólo hiciere la restitución hasta concurrencia de mejora, 
se enriquecería a expensa del que verificó la impensa. 

Los gastos útiles deben igualmente ser reembolsados 
por el demandante en restitución, pero no integramente co- 
mo en el caso anterior sino hasta concurrencia de la mejora. 
Nada dice la ley respecto de las 'impensas voluptuarias, 0 
sean las de mero recreo o lujo, o de exclusiva utilidad para 
el que las hizo; pero la equidad exigiría que el poseedor 
fuese indemnizado por entero, “porque si hizo gastos de 
lujo es en virtud de que se creyó propietario, y se creyó tal 
cosa por culpa del que hizo el pago indebido: las consecuen- 
cias de la falta debieran, pues, recaer en aquel”. Por su- 
puesto, es necesario que se trate de un poseedor de buena fe. 

Ha sido error frecuente entre los tratadistas y la juris- 
prudencia designar con el nombre de acción de in rem verso 
la que tiene por objeto reclamar, en cualquier caso, la res- 
titución de un enriquecimiento injusto. La acción de in 
rem verso, en Roma, era una especie de acción de enrique- 
cimiento que procedía en un caso determinado. Estable- 
cida por el Pretor, por razones de equidad para atemperar 
la rigurosa norma del antiguo derecho, según el cual los 


alieni juris podían adquirir para aquellas personas bajo cu-. 


ya potestad se encontraban, pero sin poder obligarlas, se da- 
ba contra el pater familias en razón del beneficio obtenido 
de un acto ejecutado por el hijo de familia o esclavo sin 
orden suya y fuera de la administración de su peculio. “Tu 
esclavo pide prestados a Ticio diez áureos y emplea cinco 
en pagar a uno de tus acreedores y lo restante en cualquie- 
ra cosa; por la acción in rem verso estás obligado a respon- 
der de los cinco empleados en tu beneficio, y de los otros 
cinco hasta donde alcance el peculio; y si los diez áureos 
se emplearon de modo que redundaron en provecho tuyo de 
los diez debes responder”. (Ist. t. VI. 1. IV. n. IV). 

La acción de in rem verso en nuestro derecho, no es la 
única sanción del principio de justicia que prohibe enri- 
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quecerse a expensas de otro, sino una aplicación particular 
de dicho principio. Ella procede en muchos casos: 

a) Cuando un tercero, extraño a la deuda, ofrece pa- 
gar en su propio nombre. Este pago extingue la deuda con 
sus accesorios, si el acreedor lo acepta; pero el tercero que 
lo hace no tiene para recobrar lo que ha desembolsado sino 
la acción de in rem verso: así el deudor no le debe sino 
aquello con que se ha enriquecido con el pago. 

b) La ejecución de un mandato que ha sido dado por 
un incapaz no obliga al mandante ni para con el mandata- 
rio a cuyo cargo quedarán los gastos hechos ni para 
con los terceros que con éste han tratado. Pero el mandan- 
te incapaz puede ser reconvenido por la acción de in rem 
verso hasta concurrencia del provecho que el mandato le 
haya procurado. 

c) El menor no responde de los delitos o cuasi-delitos 


del tutor, ni del dolo en que haya incurrido en la adminis- 


tración, pero si el menor hubiese reportado ventajas de aque- 
llos hechos, no se podrá negar a los dañados o perjudicados * 
la acción de ¿in rem verso contra el menor. 

d) Cuando un socio no mandatario ha contraído en su 
nombre, él sólo será el obligado, y obligado en él todo para 
con el acreedor. “Con todo, si el compromiso que ha con- 
traído se ha convertido en beneficio de la sociedad, el socio 
puede recurrir contra ésta por la acción de in rem verso”. 
Se ha sostenido que hay aquí una derogación de los prin- 
cipios. Se dice, en efecto, que el mandante no queda obli- 
gado por lo que el mandatario ha hecho sin poder si no cuan- 
do lo ratificó expresa o tácitamente. Pero se ha objetado 
a esto que cuando el dueño ratifica lo que se hizo en su nom- 
bre, pero sin mandato, esta ratificación equivale a un man- 
dato, y por consiguiente, se aplican todos los principios que 
rigen a éste. En el caso del socio la ley no supone que haya 
ratificación; no existe, pues, mandato; hay, como dice Lau- 
rent, “una gerencia de negocios irregular”, en el sentido de 
que el socio no obró en las circunstancias en que tiene lugar 
una gestión de negocios. La acción que corresponde al 
socio será intentada contra cada uno de los socios en pro- 
porción de su interés en la sociedad, pues es ésta la medida 
del provecho que de la obligación le ha venido. Por lo que 
repecta al acreedor, no tendrá evidentemente acción directa 
contra los socios con quienes no ha contratado, pero es cons- 
tante, que puede ejercer contra cada uno de ellos la acción 
de in rem verso, que corresponde al socio con quien ha 
contratado. | 

d) Toda vez que alguno se ingiere en los negocios de 
otro sin que concurran todos los requisitos que señala la ley 
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para que se forme el cuasi-contrato de gestión de negocios, 
procede la acción de in rem verso. Para que haya gestión 
de negocios es necesario, en primer término, que se ejecute 
un negocio de otra persona: que ese negocio se ejecute sin 
mandato del dueño y que quien ejecute el negocio lo haga 
con el ánimo de obligar al interesado y reembolsarse de los 


gastos. No concurriendo ninguno de estos requisitos habrá 


gestión de negocio anormal y procederá, no ya la acción de 
negotiorum gestorum sino lade in rem verso, como hemos 
dicho, por el monto del enriquecimiento Pero es necesario 
cuidarse de creer que ésta sea una acción auxiliar de la de 
gestión de negocios ni de que tenga la misma causa y na- 


turaleza jurídica que ésta. La acción de gestión de nego-' 


cios da derecho para repetir los gastos útiles y necesarios 
que la gestión hubiere ocasionado (art. 1.210 C. Civ.); en 
cambio, la acción de in rem verso sólo da derecho para re- 
petir hasta concurrencia del beneficio obtenido por el de- 
mandado. Por otra parte, para apreciar si aquel contra 
quien se da la acción de in rem verso ha sacado o no utili- 
dad de los gastos que se le reclaman, el juzgador debe co- 
locarse, no en el momento en que se ha hecho el gasto, sino 
en el de la demanda de reembolso: si, pues, el provecho 
producido al principio ha desaparecido, aunque sea por caso 
fortuito, no se le debe ninguna indemnización al reclamante. 
Se ha pretendido que es necesario atender al momento en 
que se realiza el acto, es decir, al enriquecimiento inicial. 
Este sistema, que fué el seguido por las leyes romanas y 
que cuenta con el decidido apoyo de notables tratadistas ha 
sido ya descartado. Lo más aceptado en la mayor parte de 
las legislaciones es que el enriquecimiento debe ser perma- 
nente. No es suficiente que se haya producido, sino que 
es necesario además que dicho enriquecimiento subsista. 
El Código suizo de las Obligaciones en su artículo 64 exige 
para que la restitución se haga lugar la permanencia del en- 
riquecimiento, añadiendo que no es menester que en el mo- 
mento de ejercerse la acción subsista en especie, sino que 
basta que subsista en valor. 

La acción de in rem verso, finalmente, tiene por fun- 
damento único este principio de justicia: que nadie puede 
enriquecerse con perjuicio de otro. Ella debe ser acorda- 
da siempre que concurran los requisitos antes estudiados 
de enriquecimiento, empobrecimiento y ausencia de causa 
juridica. Se sostuvo que por no estar sometido el ejercicio 
de dicha acción a ninguna condición determinada bastaba 
para que fuese admisible que el demandante alegase y ofre- 
ciese establecer la existencia de una ventaja que con un 
sacrificio o un hecho personal, hubiese procurado a aquel 
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contra quien procedía. Esta tendencia fué caracterizada 
por una sentencia de Casación de Francia de junio de 1892. 
Pero la aplicación exagerada de este principio, el carácter 
demasiado extensivo que se le dió, como dice un autor, hu- 
biera llevado a una verdadera anarquía jurídica; y la Corte 
de Casación hubo de volver sobre sus pasos para fijar en 
sentencias posteriores las condiciones de aplicación de aque- 
lla acción. 

En punto a la extensión de la restitución debida al de- 
mandante, es necesario distinguir cuando el enriquecimien- 
to del demandado es precisamente ¡igual al empobrecimien- 
to del actor o cuando el enriquecimiento es superoir al em- 
pobrecimiento. En el primer caso no hay dificultad: en el 
segundo, la doctrina admite que la restitución no podrá ex- 
ceder del monto del enriquecimiento. Algunos autores se 
han apartado de esta opinión y pretenden que la restitución 
debe comprender el monto total del enriquecimiento. 

- Para terminar citemos a Colin y Capitaint: “La exten- 
sión de la restitución está limitada por una doble medida. 
Por una parte, no puede exceder del importe! del enrique- 
cimiento efectivo obtenido por el demandado; es decir, del 
beneficio que el acto o el sacrificio del demandantel le ha 
producido. Pero por otra parte, no puede exceder tampoco 
del empobrecimiento del demandante, es decir, de la can- 
tidad en que su patrimonio se encuentra disminuido”. 


Diciembre 11 de 1927. 


VER EDICTOS | 

Los suscritos, designados por el ciudadano Rector 
la Universidad Central de Venezuela, para examinar la 
sis intitulada “Enriquecimiento sin causa”, presentada po 


un aspirante al Grado de Doctor en Ciencias Políticas, la bl 


“han estudiado detenidamente, y encuentran, que dicha tes: 
“reune las condiciones reglamentarias para declararla ac 
misible, en consecuencia de lo cual le imparten su aproba- 
ción, sin hacerse solidarios de las ideas emitidas por el auto: 
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